
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 21 de junio de 2017 – Rechaza x incompetencia. Remite CSJ

Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00500-00

Accionante:


Javier Elías Arias Idárraga.

Accionado:


Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y, se entiende, de su expreso contenido, también frente a esta Sala Civil-Familia.

Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



DEBIDO PROCESO EN ACCIÓN POPULAR – LIQUIDACIÓN AGENCIAS EN DERECHO – INCOMPETENCIA FUNCIONAL – ENVÍA A LA CSJ– “En su propio nombre, Javier Elías Arias Idárraga, presenta acción de tutela contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y, se entiende, de su expreso contenido, también frente a esta Sala Civil-Familia, tendiente a la protección de los derechos fundamentales que nominó como “garantías procesales, art. 13  y 83 Superiores.”, por cuanto, en lo que atañe a este despacho, no se “liquidan” las agencias en derecho a su favor, dentro de la acción popular 66400-31-89-001-205-00225-01.ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección, que no es el caso del ahora demandante. 

Es bueno señalar, en todo caso, que incluso asumiendo las pautas que la Corte Constitucional ha venido marcando acerca de que las reglas del Decreto 1382 de 2000 son de reparto y no fijan competencia, entendido bajo el cual propugna porque los únicos conflictos que en sede de tutela pueden darse son los que derivan de la incorrecta aplicación del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, esto es, los que atañen a la falta de competencia territorial o en el caso de las acciones dirigidas contra medios de comunicación, criterios que no han sido aceptados por los órganos de cierre de otras jurisdicciones, ni ha acogido esta Sala, ella misma, previendo el caos institucional que una decisión de ese tipo podría generar,  desde el auto 124 de 2009, abrió espacio a las vicisitudes que en torno al tema se podrían presentar, entre ellas, como se lee, por ejemplo, en el auto 198 de 2009, que se asigne “el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído”.
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Expediente: 66001-22-13-000-2017-00625-00

En su propio nombre, Javier Elías Arias Idárraga, presenta acción de tutela contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y, se entiende, de su expreso contenido, también frente a esta Sala Civil-Familia, tendiente a la protección de los derechos fundamentales que nominó como “garantías procesales, art. 13  y 83 Superiores.”, por cuanto, en lo que atañe a este despacho, no se “liquidan” las agencias en derecho a su favor, dentro de la acción popular 66400-31-89-001-205-00225-01.
  



Así que no corresponde a esta Colegiatura abordar su estudio, siguiendo lo prevenido por el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de julio 12 del año 2000, "por el cual se establecen reglas para el reparto de la acción de tutela” , y que reza:

  



“Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal. -negrillas propias-
    



De modo que, en acatamiento de ese mandato y teniendo presente, la competencia en este caso es de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, por el factor funcional y allí, entonces, se dispondrá su remisión.

Es bueno señalar, en todo caso, que incluso asumiendo las pautas que la Corte Constitucional ha venido marcando acerca de que las reglas del Decreto 1382 de 2000 son de reparto y no fijan competencia, entendido bajo el cual propugna porque los únicos conflictos que en sede de tutela pueden darse son los que derivan de la incorrecta aplicación del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, esto es, los que atañen a la falta de competencia territorial o en el caso de las acciones dirigidas contra medios de comunicación, criterios que no han sido aceptados por los órganos de cierre de otras jurisdicciones, ni ha acogido esta Sala, ella misma, previendo el caos institucional que una decisión de ese tipo podría generar,  desde el auto 124 de 2009, abrió espacio a las vicisitudes que en torno al tema se podrían presentar, entre ellas, como se lee, por ejemplo, en el auto 198 de 2009, que se asigne “el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído”.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala de Decisión Civil-Familia, se abstiene de conocer de esta demanda, por falta de competencia funcional y se ordena el envío de la misma junto con sus anexos, previa comunicación al interesado, a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia para que asuma el conocimiento.
Entérese al demandante por el medio más expedito.

Notifíquese 

El Magistrado,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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